
SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA

(Sala Tercera)

de 20 de octubre de 2005

en el asunto C-511/03 (petición de decisión prejudicial
planteada por el Hoge Raad der Nederlanden): Staat der
Nederlanden (Ministerie van Landbouw, Natuurbeheer en
Visserij) contra Ten Kate Holding Musselkanaal BV, y

otros (1)

(«Policía sanitaria — Protección contra la encefalopatía
espongiforme bovina (enfermedad de las vacas locas) —
Alimentación de rumiantes con proteínas derivadas de espe-
cies no rumiantes — Responsabilidad de un Estado miembro
por los daños causados a los particulares por infracciones del
Derecho comunitario que le son imputables — Derecho apli-
cable — Obligación de interponer un recurso por omisión

contra la Comisión»)

(2005/C 315/08)

(Lengua de procedimiento: neerlandés)

En el asunto C-511/03, que tiene por objeto una petición de
decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 234 CE,
por el Hoge Raad der Nederlanden (Países Bajos), mediante
resolución de 5 de diciembre de 2003, recibida en el Tribunal
de Justicia el 8 de diciembre de 2003, en el procedimiento
entre Staat der Nederlanden (Ministerie van Landbouw, Natuur-
beheer en Visserij) y Ten Kate Holding Musselkanaal BV, Ten
Kate Europrodukten BV, Ten Kate Produktie Maatschappij BV,
el Tribunal de Justicia (Sala Tercera), integrado por el Sr. A.
Rosas (Ponente), Presidente de Sala, y los Sres. J.-P. Puissochet,
S. von Bahr, U. Lõhmus y A. Ó Caoimh, Jueces; Abogado
General: Sra. C. Stix-Hackl; Secretaria: Sra. M. Ferreira, adminis-
tradora principal, ha dictado 20 de octubre de 2005 una
sentencia cuyo fallo es el siguiente:

1) El Derecho comunitario no contiene ninguna obligación, para un
Estado miembro, de interponer un recurso de anulación, de confor-
midad con el artículo 230 CE, o por omisión, de conformidad con
el artículo 232 CE, en beneficio de uno de sus ciudadanos. No
obstante, no se opone, en principio, a que un Derecho nacional
contenga una obligación de ese tipo o prevea la responsabilidad
del Estado miembro por no haber actuado de esa forma.

2) El artículo 1, apartado 2, de la Decisión 94/381/CE de la Comi-
sión, de 27 de junio de 1994, sobre medidas de protección contra
la encefalopatía espongiforme bovina y la utilización como
alimento de proteínas derivadas de mamíferos, en relación con lo
establecido en el artículo 17 de la Directiva 90/425/CEE del
Consejo, de 26 de junio de 1990, relativa a los controles veterina-
rios y zootécnicos aplicables en los intercambios intracomunitarios
de determinados animales vivos y productos con vistas a la realiza-
ción del mercado interior, y en el artículo 17 de la Directiva
89/662/CEE del Consejo, de 11 de diciembre de 1989, relativa a
los controles veterinarios aplicables en los intercambios intracomu-
nitarios con vistas a la realización del mercado interior, debe inter-
pretarse en el sentido de que, si los elementos de los que dispone la
Comisión de las Comunidades Europeas no permiten acreditar que
los controles practicados en el marco de un sistema que permite
distinguir las proteínas animales derivadas de especies rumiantes

de las de especies no rumiantes, sometidos a su apreciación a
efectos de una autorización por un Estado miembro, ofrecen
garantías suficientes respecto a la protección de la salud pública y
si se ha sometido al Comité veterinario permanente la solicitud de
dicho Estado miembro, pero no ha tomado posición, en particular,
debido a nueva información que modifica la percepción del riesgo
para la salud pública, la Comisión no está obligada a someter al
Consejo de la Unión Europea una propuesta relativa a las medidas
que deban adoptarse.

(1) DO C 59, de 6.3.2004.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA

(Sala Segunda)

de 20 de octubre de 2005

en el asunto C-6/04: Comisión de las Comunidades Euro-
peas contra Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del

Norte (1)

(«Incumplimiento de Estado — Directiva 92/43/CEE —
Conservación de los hábitats naturales — Fauna y flora

silvestres»)

(2005/C 315/09)

(Lengua de procedimiento: inglés)

En el asunto C-6/04, que tiene por objeto un recurso por
incumplimiento interpuesto, con arreglo al artículo 226 CE, el
9 de enero de 2004, Comisión de las Comunidades Europeas
(agentes: Sres. M. van Beek y L. Flynn) contra Reino Unido de
Gran Bretaña e Irlanda del Norte (agente: Sra. C. Jackson, asis-
tida por la Sra. K. Smith), el Tribunal de Justicia (Sala Segunda),
integrado por el Sr. C.W.A. Timmermans, Presidente de Sala, y
el Sr. R. Schintgen, la Sra. R. Silva de Lapuerta y los Sres. G.
Arestis y J. Klučka (Ponente), Jueces; Abogado General: Sra. J.
Kokott; Secretario: Sr. H. von Holstein, Secretario adjunto, ha
dictado el 20 de octubre de 2005 una sentencia cuyo fallo es el
siguiente:

1) Declarar que el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte
ha incumplido las obligaciones que le incumben en virtud de la
Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, rela-
tiva a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y
flora silvestres, al no haber adoptado, dentro del plazo establecido,
todas las medidas necesarias para dar cumplimiento de forma
completa y correcta a las exigencias de dicha Directiva y, en
particular, del:

— artículo 6, apartado 2, por lo que respecta a Gibraltar,

— artículo 6, apartados 3 y 4 en lo que atañe a los planes y
proyectos de extracción de agua y a los planes de ocupación de
terrenos,
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